Artículo 1º.- Modifíquese el artículo 128 del Código Penal de la Nación, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Será reprimido con prisión de dos (2) años a seis (6) años el que produjere, financiare, ofreciere, comerciare, publicare, facilitare, divulgare o distribuyere, por cualquier medio, toda representación de una persona menor de dieciocho (18) años dedicado a actividades sexuales explícitas o toda representación de sus partes genitales con fines predominantemente sexuales, al igual que el que organizare espectáculos en vivo de representaciones sexuales explícitas en que participaren dichos menores.

Será reprimido con prisión de cuatro (4) meses a dos (2) años el que tuviere en su poder representaciones de las descriptas en el párrafo anterior, cualquiera fuere su finalidad.
Será reprimido con prisión de seis (6) meses a tres (3) años el que facilitare el acceso a espectáculos pornográficos o suministrare material pornográfico a menores de dieciocho (18) años.”
Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo de la Nación.

FUNDAMENTOS

Señora Presidente;

Las actividades en creciente expansión mundial de producción, distribución y consumo de pornografía infantil, sumado al fenómeno de la globalización, y en particular, la aparición y utilización de nuevas tecnologías de información y de comunicación, inciden en la expansión del crimen organizado. Aquí es donde aparece la necesidad de forzar la intervención estatal,  con el fin de proteger la niñez y sus intereses;  resguardar la integridad física y psíquica de los menores para asegurar su normal desarrollo sexual.

En los casos de pornografía infantil, son los niños y las niñas menores de 18 años quienes sufren daños irreversibles en su desarrollo físico y psíquico. La Convención sobre los Derechos del Niño es el tratado de derechos humanos más ampliamente ratificado en la historia, y también por la República Argentina que la adoptó en 1990 mediante Ley 23.849, dándole jerarquía constitucional con la reforma de 1994. 

La misma establece que los menores de edad requieren un plus de protección especial debido a su condición de personas en desarrollo y crecimiento, por lo que es obligación de los Estados adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención.

A partir del año 2008 con la modificación del art. 128 del Código Penal, mediante la ley 26.388, se introdujo en nuestro derecho positivo la figura de producción, distribución y tenencia de la pornografía infantil como conducta criminalmente reprimible. La acción de “poseer” resulta típica solamente si se lleva a cabo con fines inequívocos de distribución o comercialización, siendo al día de hoy no punible la acción de la mera posesión o tenencia de pornografía infantil con otros fines.

Legislación internacional relativa a este tema, además de penar las conductas relacionadas con la oferta de pornografía infantil, como la producción, financiación, distribución, ofrecimiento, comercialización, publicación, facilitación o divulgación de la misma; penan también la posesión de pornografía infantil.

Algunos de los instrumentos jurídicos internacionales más relevantes que se ocupan de la protección integral de los niños, niñas y adolescentes son,  la “Convención sobre los Derechos del Niño”, el “Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía y pornografía infantil” y el “Convenio sobre Ciberdelito del Consejo de Europa”; todos abarcan un concepto más amplio de las acciones punibles, al incluir tanto el hecho de procurar el material para sí o terceros, así como la mera tenencia. 

El citado Protocolo facultativo, como mecanismo jurídico que complementa al tratado original, fue aprobado en el año 2003 mediante la ley 25.763, y dentro de los tipos de conductas criminalizadas incorpora la acción de “poseer” material pornográfico que incluya a niños, y establece que todo Estado Parte adoptará medidas para que, como mínimo, los actos y actividades que el mismo protocolo enumera queden íntegramente comprendidos en su legislación penal.
Como antecedentes legislativos, podemos citar la Ley federal norteamericana que prohíbe la producción, distribución, recepción y posesión de imágenes de pornografía infantil que afecten a cualquier medio o instalación de comercio interestatal o extranjero.
La preocupación que genera la amplia difusión de pornografía infantil en Internet y otros medios tecnológicos y, en concordancia con las conclusiones arribadas en la “Conferencia Internacional de Lucha contra la Pornografía Infantil en la Internet”, en las que se pide la tipificación en todo el mundo de la producción, distribución, exportación, transmisión, importación, posesión intencional y propaganda de este tipo de pornografía, es que advertimos que es necesario legislar en pos de condenar la posesión o simple tenencia y consumo de pornografía infantil. 
En el caso de Latinoamérica, según estadísticas de la Universidad Católica del Uruguay, Argentina es el segundo país de la región con mayor consumo de pornografía infantil; siendo Venezuela quien lidera el ranking. Distintos especialistas concuerdan en la relación existente entre el consumo de pornografía infantil y el abuso de menores. La neuropsiquiatra Rafi Santos, presidente de la Fundación Humanae, declaró que “Muchas veces, después de consumir lo que ven a través de las redes, tratan de buscar su protagonismo y es cuando empiezan ellos mismos a grabar a los menores. La búsqueda de su placer es cada vez más insuficiente, necesitan cada vez más incentivos para conseguir el mismo efecto y van buscando cosas nuevas, algo distinto que les motive”.
El Tribunal Supremo de Uruguay dobló la pena de cárcel impuesta a un hombre acusado de posesión y distribución de pornografía infantil, fijando una nueva doctrina para estos casos al extender este agravante a los que posean o distribuyan material pornográfico, no solo a los que lo produzcan, como se aplicaba hasta ahora. Su Código Penal, establece prisión de hasta cinco años para los delitos de tenencia y distribución de pornografía infantil.

En México, han entendido que los consumidores tanto de pornografía como de prostitución infantil constituyen una pieza clave en la cadena de explotación de una persona, sin importar que no obtengan un beneficio económico por ello o sean los cerebros detrás del negocio, por lo que en ese país pueden  recibir penas que van desde los 15 y hasta los 30 años de prisión.

En el Código Penal de Chile, se encuentra tipificado como delito la mera posesión y almacenamiento del material, así como también su difusión o exhibición, entre otras conductas.
En casos de homicidios ocurridos en nuestro país se observa la interacción o el uso que los delincuentes han tenido con pornografía infantil (archivos de contenido pedófilo en discos duros, DVDs y correos electrónicos)  traduciéndose en comportamientos abusivos y vejatorios llevados a cabo por estos verdaderos pederastas y pedófilos (caso Próvolo: provincia de Mendoza u caso Di Marco: provincia de San Luis).  

Actualmente el Código Penal, en su artículo 128, excluye de responsabilidad al adulto que consume o usa pornografía infantil. De la lectura del texto legal se deduce que para que se cumpla el tipo penal, la posesión del material debe tener como miras la distribución o comercialización del mismo. En el mismo sentido, y es coincidente con la mayoría de la doctrina nacional, que la decisión del legislador de excluir la tenencia que no tenga estos fines obedece a lo normado por el art. 19 de la constitución nacional, que establece el principio de reversa en los siguientes términos: “las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están solo reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magistrados”. En este sentido corresponde preguntarnos cuánto tiene de verdad el hecho de que la posesión o tenencia de material pornográfico realizado con menores, no sea una actividad que, tal como dice el artículo constitucional, no perjudica a terceros. 
Ante esta interrogante entendemos de forma contundente que los derechos del niño deben primar por sobre las libertades individuales, dado que sí se lesiona la honorabilidad de los menores de 18 años. 

Con este proyecto procuramos lograr la inhibición de la tenencia, cualquiera sea su finalidad, ampliando la sanción al delito. Su aprobación armonizaría la legislación local con el articulado del Convenio de Ciberdelito del Consejo de Europa, permitiendo eliminar la reserva planteada por Argentina en el texto del tratado internacional respecto de este tema. 

Se prevé aumentar las penas establecidas en el primer párrafo del artículo 128 de Código Penal, entendiendo que existe una relación directa entre la corrupción de menores y las acciones descriptas en este párrafo. El Artículo 125 del Código se prevé reclusión o prisión de tres a diez años al que promoviere o facilitare la corrupción de menores de dieciocho años. El sujeto de derecho aquí protegido es el mismo que se ve vulnerado en nuestro proyecto, por ello consideramos que las penas del articulo 128 deben ser más acordes a las establecidas en el artículo 125. 
Por último, se propone modificar el tercer párrafo, elevando la pena con prisión de seis meses a tres años el que facilitare el acceso a espectáculos pornográficos o suministrare material pornográfico a menores de dieciocho años. Esta edad también fue modificada ya que actualmente se encuentra en catorce años. Esto responde a la Convención de los Derechos del Niño, la cual tiene rango constitucional (Art.75 inc.22) que entiende por niño todo ser humano desde el momento de su concepción hasta los 18 años de edad. Las reformas propuestas responden a que se intenta dotar de una mayor coherencia punitiva nuestro código penal, de acuerdo al texto constitucional, la legislación internacional y nacional existente.
 Por los motivos expuestos solicito a mis pares me acompañen en la aprobación del presente proyecto de ley. 
